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II. RÉGIMEN COMERCIAL Y DE INVERSIONES

1) Marco institucional

1. La Constitución de la República de Haití fue adoptada en marzo de 1987.  En ella se establecen los principios de una democracia, con un poder ejecutivo, un poder legislativo y un judicial.  El artículo 59 de la Constitución enuncia explícitamente el principio de separación de estos tres poderes.

2. De conformidad con la Constitución, el Presidente de la República y el Gobierno ejercen el poder ejecutivo.  El Presidente es el Jefe del Estado.  Es elegido mediante sufragio universal directo, por mayoría de los votos emitidos, por un período de cinco años sin posibilidad de reelección inmediata ni de presentar su candidatura para un tercer mandato.  Es el Presidente quien negocia y firma los tratados, convenios y acuerdos internacionales y los somete a la Asamblea Nacional para su ratificación.  El Presidente elige a un Primer Ministro entre los miembros del partido mayoritario en el Parlamento.

3. El Primer Ministro se encarga de constituir un gobierno, cuyos miembros elige de común acuerdo con el Presidente.  El gobierno debe estar integrado por 10 ministros como mínimo.  En el momento de la toma de posesión, el Primer Ministro presenta su programa a las Cámaras para obtener un voto de confianza.  En caso de voto de censura, debe recomenzarse el procedimiento de constitución del gobierno.

4. El poder legislativo es ejercido por la Cámara de Diputados y el Senado, que juntos forman la Asamblea Nacional (el órgano legislativo), una de cuyas atribuciones consiste en aprobar o rechazar los tratados y convenios internacionales que debe presentarle el poder ejecutivo.  La Cámara de Diputados está compuesta por 83 miembros elegidos mediante sufragio directo.  Con ocasión de las elecciones legislativas, cada comunidad local forma circunscripciones y elige a un diputado.  El mandato de los diputados es de cuatro años, al cabo de los cuales la Cámara de Diputados se renueva por completo.

5. El Senado se compone de 27 miembros (tres senadores por departamento) elegidos mediante sufragio directo.  Cada dos años se renueva un tercio de los escaños del Senado.  Entre las atribuciones específicas del Senado cabe señalar la de constituirse en Tribunal Supremo de Justicia para conocer de asuntos en los que estén implicados el Presidente de la República, ministros, miembros del Consejo Electoral Permanente y del Tribunal Superior de Cuentas y de lo Contencioso Administrativo, jueces y oficiales del ministerio público ante el Tribunal de Casación.

6. La Constitución confiere a ambas Cámaras, así como al ejecutivo, la iniciativa de legislar sobre todas las cuestiones de interés público.  No obstante, el artículo 111.2 prevé que la iniciativa de la legislación presupuestaria (leyes relativas a la base imponible, el prorrateo y la modalidad de percepción de impuestos y contribuciones, y las que tienen por objeto generar ingresos o aumentar los ingresos y gastos públicos) estará reservada al poder ejecutivo, debiendo sin embargo someterse a votación previa en la Cámara de Diputados los proyectos que se presenten a tal efecto.

7. El poder judicial está constituido, en orden jerárquico decreciente, por el Tribunal de Casación, los tribunales de apelación, los tribunales de primera instancia, los tribunales especiales y los juzgados de paz, que representan el grado más local de las instancias jurisdiccionales.  Existe además el Tribunal Supremo de Justicia.  Los jueces del Tribunal de Casación y de los tribunales de apelación son nombrados por un período de 10 años, y los de los tribunales de primera instancia por un período de 7 años.

8. En Haití no existe una jurisdicción especial para asuntos comerciales.  Las funciones del poder judicial en esta materia se detallan en el Código de Comercio, que estipula que serán las salas de asuntos comerciales de cada tribunal las que conocerán de los contenciosos relacionados con el comercio.

9. También integra el poder judicial el Tribunal Superior de Cuentas y de lo Contencioso Administrativo que, de conformidad con la Constitución, es una jurisdicción independiente y autónoma a la que compete el control administrativo y judicial de los ingresos y gastos del Estado y de las comunidades territoriales, así como la comprobación de las cuentas de las empresas estatales.  Participa en la elaboración de los presupuestos del Estado y asesora sobre todas las cuestiones relativas a la legislación en materia de finanzas públicas, así como sobre todos los proyectos de contratos, acuerdos y convenios de carácter financiero y comercial de los que es parte el Estado.  Conoce también de los contenciosos entre la Administración y los administrados.

10. La Constitución prevé también la descentralización del poder a través de las comunidades territoriales.  Las demarcaciones administrativas comprenden, por orden de importancia territorial creciente, las secciones municipales, los municipios, los distritos y los departamentos, que son nueve.  Hay que señalar que cada municipio administra bienes raíces de propiedad estatal situados en su territorio y que los departamentos participan, en colaboración con la Administración Central, en la elaboración de los planes departamentales de desarrollo.  El poder ejecutivo recibe asistencia del Consejo Interdepartamental para estudiar y planificar los proyectos de descentralización y desarrollo del país desde el punto de vista social, económico, comercial, agropecuario e industrial.
  Para establecer cualquier gravamen o impuesto aplicable a un departamento, municipio o sección municipal es obligatorio obtener el consentimiento de las comunidades territoriales interesadas.

2) Formulación y aplicación de las políticas

11. Todas las políticas (incluidas las económicas, las sociales y las ambientales) se aplican a través de leyes, decretos u órdenes ministeriales.  La Constitución, en la que se esboza el proceso legislativo, confiere la iniciativa de elaborar leyes a ambas Cámaras del Parlamento, así como al poder ejecutivo del país.

12. Cada ministerio se encarga de formular las políticas que pertenecen a su esfera de competencia y tiene el cometido de redactar los correspondientes proyectos de ley.  Estos son elaborados por la dirección jurídica del ministerio que ha preparado el proyecto, en colaboración con los otros ministerios o instancias igualmente interesados en los asuntos de que se trata.  Tras su debate en el Consejo de Ministros, los proyectos de ley se presentan al Parlamento.

13. Durante el examen de los proyectos de ley, cada Cámara tiene derecho a modificar y revisar los artículos y las enmiendas propuestos.  Las enmiendas aprobadas por una de las Cámaras sólo pueden formar parte de un proyecto de ley después de haber sido aprobadas por la otra Cámara en la misma forma y en términos idénticos.  Un proyecto de ley se transforma en ley sólo después de haber sido votado, artículo por artículo, por ambas Cámaras.
 

14. Toda ley aprobada por la Asamblea Nacional debe ser remitida seguidamente al Presidente de la República, quien, antes de promulgarla, puede formular objeciones al respecto.
  Este derecho de objeción debe ejercerse en un plazo de ocho días contados a partir de la fecha en que el Presidente recibe la ley.  Las leyes y reglamentos entran en vigor cuando se promulgan y se publican en el Diario Oficial de la República.  La ejecución de una ley y el establecimiento de las disposiciones pertinentes corresponden al ejecutivo y dependen en particular de la diligencia de los ministros competentes.

15. El Ministerio de Comercio e Industria (MCI) tiene, entre otras, la misión de desempeñar un papel central en la formulación y la aplicación de la política comercial de Haití.
  El MCI se encarga de "trazar las directrices de la política comercial e industrial".
  La Dirección de Asuntos Jurídicos de ese Ministerio se encarga de elaborar los proyectos de legislación y reglamentación en las esferas del comercio y la industria, en colaboración con las direcciones interesadas.  Otras instituciones, como por ejemplo los Ministerios de Economía y Finanzas (MEF) (incluida la Administración General de Aduanas), de Agricultura y de Justicia participan también en la elaboración y aplicación de las políticas comerciales de Haití.

16. No se consulta sistemáticamente al sector privado en lo que concierne a la elaboración de la política comercial.  Sin embargo, sus representantes forman a veces parte de las comisiones mixtas actualmente encargadas de establecer un marco jurídico mejor adaptado a las necesidades de los sectores comercial e industrial.  Según las autoridades, es necesario realizar grandes progresos para mejorar la imagen de los poderes públicos, en particular el MCI, ante el sector privado y desarrollar además los ámbitos en que éste puede expresar su opinión sobre esas cuestiones.  Sin embargo, cabe señalar la creación en 1994 de la Comisión Presidencial para el Crecimiento y la Modernización, integrada por siete miembros del Gobierno y 15 representantes del sector privado, que constituye un mecanismo para recoger las opiniones de éste (capítulo I 2)).

17. Por último, aunque la Constitución reserva al Presidente de la República la función de negociar, concluir y firmar los tratados y acuerdos bilaterales, plurilaterales y multilaterales, esta atribución se delega en parte a los ministerios interesados, y es de su competencia directa.  En particular, por lo que respecta a las cuestiones comerciales, el MCI y el Ministerio de Asuntos Exteriores o los diferentes ministerios se ocupan del sector económico (conforme a lo previsto en la Ley de 6 de septiembre de 1982 que define la Administración pública nacional) los que reciben el mandato del Consejo de Ministros a tal efecto.

18. Las políticas comerciales no se analizan ni evalúan.  Sin embargo, se debaten en determinadas ocasiones, como por ejemplo con motivo de la Mesa redonda sectorial sobre el comercio.

3) Objetivos de la política comercial

19. La política comercial de Haití es parte integrante de la política económica cuyos objetivos principales son asegurar las condiciones para un crecimiento económico satisfactorio, dinamizar y respaldar al sector empresarial, facilitar la creación de empleo y reducir la tasa de paro, y dotar al país de las grandes infraestructuras necesarias para su desarrollo.

20. Los principales obstáculos al desarrollo de Haití son, entre otros, los problemas de funcionamiento de la administración pública, la insuficiencia de las infraestructuras, el bajo nivel de educación y formación de la población, las deficiencias del mercado que frenan la inversión en capital productivo (en particular las restricciones crediticias debidas al escaso desarrollo de los mercados financieros) y la falta de capacidad del país para atraer a capitales privados extranjeros.
  Por consiguiente, la continuidad en la aplicación de unas políticas macroeconómicas apropiadas, entre las que se incluye el fomento de los intercambios y las inversiones, es fundamental para crear unas condiciones propicias al crecimiento económico y al desarrollo del país.

21. En el curso de la Mesa redonda sectorial sobre el comercio, el Gobierno determinó los principales objetivos de las políticas comerciales.  Estas políticas deberían respaldar los esfuerzos realizados en materia de política económica creando un entorno comercial más propicio para los negocios.  Esto requiere no sólo la prosecución del proceso de liberalización, sino también la aplicación de disposiciones orientadas a mejorar la capacidad de exportación y diversificar las exportaciones del país, así como a reforzar la capacidad nacional de producción y mejorar la competitividad de las empresas haitianas en los mercados internacionales.  Por este motivo, la política de inversión de Haití está indisolublemente unida a sus políticas comerciales.

22. Haití ya liberalizó considerablemente su comercio exterior en el marco de las reformas emprendidas desde mediados del decenio de 1980 (sección III 1));  el país figura actualmente entre las economías más abiertas de América Latina y el Caribe.
  Por otra parte, el Gobierno tiene la intención de proseguir las actividades de integración regional a través de su participación en planes, acuerdos y tratados con los países geográficamente cercanos a Haití.  El objetivo que se persigue es beneficiarse de la cooperación con los interlocutores regionales, pero también participar, por este medio, en el proceso mundial de liberalización de los intercambios y sacar pleno provecho de él.

23. El Gobierno pretende crear un clima favorable a la inversión mediante la concesión de garantías jurídicas y la aplicación de reglamentos sencillos y eficaces.  Se presta especial atención a la inversión extranjera directa (IED), considerada una variable estratégica para el desarrollo de la capacidad de exportación de Haití, sobre todo a través de su contribución a la transferencia de tecnología.  Con este fin, el Gobierno se propone dotarse de instrumentos jurídicos e institucionales adecuados, entre ellos un instrumento de facilitación, un órgano de fomento de las inversiones y un marco que proporcione incentivos para promover la inversión en determinados sectores prioritarios, en particular los exclusivamente orientados a la exportación.  Ese marco se establece en el nuevo Código de Inversiones y completa el marco previsto en la Ley de zonas francas (capítulo III 4) i)).

24. Además de la Ley de zonas francas de 2 de agosto de 2002, Haití prevé dotarse también de otros instrumentos destinados a aumentar su capacidad de exportación mediante la mejora de la calidad de los productos locales y la diversificación de las actividades.  Por último, el Gobierno haitiano se ha fijado también el objetivo de proseguir el proceso de privatización.  La disminución de la participación del Estado en las actividades productivas debería ir acompañada de una apertura de los mercados correspondientes a una participación mayor de los extranjeros en esas actividades.  La Ley de modernización de las empresas públicas de 10 de junio de 1996 establece el marco institucional y las modalidades de privatización de dichas empresas.

4) Leyes y reglamentos 

25. Las disposiciones que regulan el comercio exterior están en gran parte dispersas entre los diferentes instrumentos normativos que constituyen la legislación de Haití.  En la mayoría de los casos adoptan la forma de leyes o decretos.  Cabe citar como ejemplo el Código Aduanero, el Arancel de Aduanas, la Ley de 14 de junio de 1960 sobre protección de la industria nacional, la Ley de 26 de septiembre de 1960 sobre el documento de identidad profesional que debe poseer todo importador y el Decreto de 24 de abril de 1987 por el que se suprimen todos los derechos e impuestos de exportación.  En el cuadro II.1 se ofrece una lista de los principales textos legislativos vigentes en Haití en materia de comercio.

26. El derecho haitiano obedece al principio de la doctrina monista de la supremacía de los instrumentos jurídicos internacionales sobre el derecho interno:  los tratados que han sido firmados y ratificados tienen prelación sobre las leyes nacionales.  En particular, los tribunales haitianos reconocen las disposiciones contenidas en los Acuerdos de la OMC.  La legislación haitiana a este respecto es objeto de enmiendas graduales para que esté en conformidad con dichos Acuerdos.

27. La Ley de 26 de noviembre de 2002 sobre el Código de Inversiones por la que se modifica el Decreto de 30 de octubre de 1989, establece las condiciones, las garantías y los tipos generales de incentivos vigentes en Haití, así como las ventajas especiales que se conceden a los inversores y las operaciones en las ramas de actividad consideradas prioritarias o estratégicas para el desarrollo económico del país.  Esas mismas garantías se otorgan a todas las personas físicas y jurídicas que ejercen una actividad productiva, independientemente de su nacionalidad, siempre que residan habitualmente en territorio haitiano.

Cuadro II.1

Principales leyes y reglamentos de Haití en noviembre de 2001

Ámbito
Disposición
Fecha de entrada en vigor

Aranceles aduaneros y otros derechos de importación
Código Aduanero y Arancel de Aduanas con las modificaciones introducidas hasta 1990
13.7.1987

Gravámenes e impuestos
Decreto relativo al impuesto sobre la renta y los beneficios netos
29.9.1986


Decreto relativo al impuesto sobre la masa salarial
14.9.1988


Decreto relativo al impuesto sobre el volumen de negocios y enmiendas sucesivas hasta 1995
19.9.1982


Decreto relativo a los impuestos especiales sobre el consumo, modificado en agosto de 1987
3.9.1971


Decretos relativos a las patentes y licencias
28.9.1987 y 13.1.1978

Contratación pública
Decreto relativo a las normas y condiciones para la contratación pública
23.10.1989

Normas de origen
Código Aduanero y sucesivas modificaciones hasta 1990
13.7.1987

Inspección previa a la expedición
Convenio por el que se rigen las modalidades de aplicación del Decreto de 3 de octubre de 1983
5.5.2003

Zonas industriales
Ley relativa a los polígonos industriales
18.7.74

Privatización
Ley de modernización de las empresas públicas
10.6.1996

Propiedad intelectual
Ley de patentes
14.2.1922


Ley sobre las marcas de fábrica
17.7.1954

Inversiones
Código de Inversiones
26.11.2002


Ley relativa a la solución de diferencias en relación con la inversión
26.12.1985

Zonas francas
Ley de zonas francas
2.8.2002

Empresas
Decreto sobre el documento de identidad profesional, modificado en julio de 1996
28.9.1987

Fuente:
Informaciones facilitadas por las autoridades haitianas.
28. La empresa privada disfruta de todas las garantías y de toda la protección jurídica necesarias para que prospere.  En particular, no puede procederse a ninguna expropiación ni enajenación, a no ser por razones de interés público, y previo pago de una justa indemnización.  También se garantizan a las personas físicas y jurídicas, sin distinción de nacionalidad:


-
el derecho a disponer de sus bienes y a organizar a su conveniencia sus actividades de producción y comercialización;


-
la libertad de contratación y empleo;


-
la libre elección de sus proveedores de servicios;


-
la protección de las marcas de fábrica, patentes y etiquetas, así como cualesquiera otras formas de protección industrial;  y


-
la transferencia de dividendos y otros capitales.

29. El Código de Inversiones establece un sistema de incentivos a la inversión basado en diversas ventajas aduaneras y/o fiscales.  Esas ventajas se conceden a las empresas que cumplen los criterios requeridos y dependen de sus actividades y/o de su ubicación en el territorio haitiano.  De ese modo se han creado regímenes de excepción para alentar determinados tipos de inversión, sobre todo agrícola, industrial, artesanal y en los servicios turísticos (sección III 4) i)).  Estas medidas están dirigidas de modo especial a las inversiones orientadas a la exportación y la reexportación.

30. La mayoría de las actividades económicas están abiertas a los inversores privados, tanto nacionales como extranjeros.  La distribución de la electricidad y la gestión de los puertos y aeropuertos son al parecer las únicas que siguen siendo monopolio del Estado.  Sin embargo, aunque en la práctica se haya procedido a una liberalización de las diferentes actividades económicas, esa liberalización no ha ido seguida de las reformas legislativas necesarias.  Se está realizando actualmente un inventario de las disposiciones reglamentarias y legislativas con miras a su actualización.

31. El ejercicio de determinadas actividades industriales o comerciales y de determinadas profesiones está supeditado a la obtención de una licencia.  Están sujetos a esta obligación los profesionales y técnicos extranjeros que trabajan en el país, las empresas extranjeras que realizan actividades industriales, comerciales o de servicios, las fábricas de cigarrillos, las destilerías de alcohol, las fábricas y concesionarios de diversos artículos de consumo local, los productores de bebidas gaseosas, las estaciones de radiodifusión comercial, etc.  El derecho de licencia varía según el carácter de la actividad y el volumen de negocios;  puede llegar a 1.000 gourdes.

32. Se ha previsto crear un instrumento de facilitación de las inversiones que simplifique y acelere el conjunto de los trámites administrativos relacionados con la ejecución de proyectos de inversión.  Entre las tareas delegadas en ese instrumento cabe señalar la modernización del marco reglamentario de incentivos a los intercambios e inversiones relacionados con el comercio, el fomento de las reformas institucionales que han de emprenderse dentro de ese marco y el fomento de los contactos con el sector privado para prestarle asistencia y determinar los obstáculos a las inversiones y los intercambios comerciales.  El instrumento de facilitación se encargará también de divulgar las leyes, reglamentos y procedimientos relativos al establecimiento y funcionamiento de las empresas, tanto dentro como fuera del país.  La primera de esas tareas (modernización del marco reglamentario de incentivos) ya se ha emprendido y la relativa a las reformas institucionales ha quedado consagrada en el Código, que prevé a esos efectos una Comisión Interministerial de Inversiones (CII) compuesta por dos representantes del Ministerio de Economía y Finanzas y un representante de los Ministerios de Comercio e Industria, de Turismo, y del sector al que atañe el proyecto.

33. La CII tiene como cometido estudiar las solicitudes de ventajas y privilegios previstos por el Código, contribuir a la implementación de los procedimientos de facilitación de las inversiones y resolver sobre el retiro eventual de dichas ventajas en caso de incumplimiento de las obligaciones legales y administrativas por el beneficiario.  La CII dispone de un plazo máximo de 10 días hábiles a contar de la recepción del expediente completo para notificar su decisión.  En caso de denegación, habrá de establecer un informe motivado, firmado por todos los miembros de la CII.

5) Acuerdos y arreglos comerciales 

34. La República de Haití participa en las principales organizaciones multilaterales, entre ellas la OMC, las Naciones Unidas y sus organismos especializados, el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el grupo del Banco Mundial.  El país forma también parte de agrupaciones regionales como por ejemplo la Comunidad y Mercado Común del Caribe (CARICOM), la Asociación de Estados del Caribe (AEC) y el Foro del Caribe (CARIFORUM).  Además, Haití participa en el proceso de creación del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA).

35. Las autoridades consideran que la participación de Haití en los acuerdos regionales es importante para su proceso de desarrollo.  A través de estos acuerdos, Haití espera explotar su potencial en materia de producción y exportación y reducir así el déficit de su balanza comercial.  Además, Haití confía en beneficiarse también de la cooperación con los otros países miembros en lo que concierne a la educación, la salud o la prevención de catástrofes naturales.

36. El Acuerdo sobre la OMC y los acuerdos regionales de los que es parte Haití incluyen disposiciones relativas a la solución de diferencias.  Hasta ahora, Haití no ha intervenido en ningún procedimiento de solución de diferencias a nivel multilateral, regional o bilateral, ya sea como parte reclamante o demandada.

ii) Acuerdos multilaterales

37. La República de Haití se adhirió al GATT el 1º de enero de 1950 y pasó a ser Miembro de la OMC el 30 de enero de 1996.  Sin embargo, la aplicación por Haití de los Acuerdos de la OMC está aún en curso, ya que diversas disposiciones jurídicas nacionales deben todavía ser objeto de modificaciones o adaptaciones con el fin de ponerlas en conformidad con las prescripciones multilaterales.  Haití concede el trato de nación más favorecida (NMF) a todos sus interlocutores comerciales.  No es signatario de ningún acuerdo plurilateral.  En el cuadro II.2 figuran las principales notificaciones de Haití a la OMC.

Cuadro II.2
Situación de las prescripciones relacionadas con las notificaciones a la OMC, noviembre de 2001

Acuerdo de la OMC
Descripción de la prescripción
Periodicidad
Signatura de la última notificación

Agricultura
(párrafo 2 del artículo 18)
Ayuda interna
Anual
G/AG/N/HTI/3,
11 de mayo de 2000

Agricultura
(artículo 10 y párrafo 2 del artículo 18)
Subvenciones a la exportación
Anual
G/AG/N/HTI/2,
30 de marzo de 2000

Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación
(párrafo 3 del artículo 7)
Respuestas al cuestionario;  normas e informaciones relativas al procedimiento de presentación de solicitudes
Anual para el cuestionario;  una vez para las normas e informaciones, luego modificaciones 
G/LIC/N/3/HTI/2,
5 de mayo de 2000;
G/LIC/N/3/HTI/1,
26 de marzo de 1998

Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación
(párrafo 4 a) del artículo 1 y párrafo 2 b) del artículo 8)
Leyes y reglamentos
Una vez, luego modificaciones
G/LIC/N/1/HTI/1,
26 de octubre de 1999

Acuerdo Antidumping
(párrafo 5 del artículo 18)
Incorporación del Acuerdo en la legislación nacional

G/ADP/N/1/HTI/1,
3 de marzo de 1998

Normas de Origen
(párrafo 1 del artículo 5)
Información y procedimientos
Una vez, luego modificaciones
G/RO/N/20/Rev.1,
27 de julio de 1998

Salvaguardias
(párrafo 6 del artículo 12)
Leyes y reglamentos
Una vez, luego modificaciones
G/SG/N/1/HTI/1,
11 de marzo de 1998

Subvenciones y Medidas Compensatorias
(párrafo 11 del artículo 25)
Adopción de medidas compensatorias
Dos veces al año cuando se toma la medida
G/SCM/N/56/Add.1/Rev.1,
26 de octubre de 2000

Subvenciones y Medidas Compensatorias
(párrafo 6 del artículo 32)
Leyes y reglamentos
Una vez, luego modificaciones
G/SCM/N/1/HTI/1,
13 de marzo de 1988

Textiles y el Vestido
(párrafo 7 del artículo 2)
Mecanismo de salvaguardia de transición
Una vez
G/TMB/N/322,
30 de abril de 1998

Propiedad Intelectual
(párrafo 2 del artículo 63 y decisiones)
Leyes y reglamentos
Una vez, luego modificaciones
IP/N/1/HTI/1,
12 de noviembre de 1999

Propiedad Intelectual
(artículo 69)
Servicio de información
Una vez, luego modificaciones
IP/N/3/Rev.2/Add.9,
11 de mayo de 1998

Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio
(párrafo 1 del artículo 5)
MIC adoptadas
Final de marzo de 1995
G/TRIMS/N/1/HTI/11,
6 de abril de 1998

Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio
(párrafo 2 del artículo 6)
Publicaciones que contienen MIC
Ocasional
G/TRIMS/N/2/Rev.8,
19 de julio de 2000

Decisiones
(G/L/59)
Procedimientos de notificación de restricciones cuantitativas
Dos veces al año
G/MA/NTM/QR/1/Add.7,
16 de junio de 2000

AGCS
(párrafo 4 del artículo III y/o párrafo 2 del artículo IV)
Servicio de información
Una vez
S/ENQ/68,
20 de junio de 2000

GATT de 1994
(párrafo 5 a) del artículo XVII)
Empresas comerciales del Estado
30 de junio de 1995
G/STR/N/6/HTI,
13 de abril de 2000

Fuente:
Documentos de la OMC.
iii) Acuerdos regionales

a)
CARICOM

38. Haití ha sido admitida en la CARICOM el 4 de julio de 1997.
  La CARICOM fue creada por el Tratado de Chaguaramas de 4 de julio de 1973 y se notificó al GATT con arreglo al artículo XXIV como acuerdo provisional conducente a la formación de una unión aduanera.
  A tal efecto, un grupo de trabajo del GATT preparó un informe que se aprobó el 2 de marzo de 1977.

39. Durante sus 18 primeros años de existencia, la CARICOM fue en primer lugar una zona de comercio preferencial y posteriormente una zona de libre comercio.  En 1991, se aprobaron los objetivos relativos al mercado económico único del Caribe, que se espera dé lugar a la libre circulación de mercancías, servicios, personas y capitales.  El Tratado Constitutivo de la CARICOM se ha modificado en varias ocasiones por medio de protocolos.  El Protocolo I, firmado en 1997, tiene como finalidad consolidar el proceso de integración y sentar las bases del mercado económico único.  El Protocolo II, firmado en julio de 1997, apuntaba a la eliminación de las restricciones al derecho de establecimiento, al suministro de servicios y a los movimientos de capitales.  Por lo que respecta a los servicios, el Protocolo II incluía disposiciones relativas al statu quo, al trato nacional y al desmantelamiento.  Los miembros disponían de un año, a partir de la fecha de entrada en vigor del Protocolo, para presentar un programa de eliminación de las restricciones al suministro de servicios.  Si los compromisos se aplicaban a los servicios bancarios y de seguros, el Protocolo II permitía que determinados servicios financieros queden excluidos del trato nacional.
40. El Protocolo II apuntaba también a la libertad total de las corrientes de capitales, así como la convertibilidad de las divisas en todos los Estados miembros.  Introdujo la posibilidad de que los Estados miembros adoptaran medidas de salvaguardia por motivos de balanza de pagos.
  Estas medidas no debían ser discriminatorias ni durar más de 18 meses, y no podían incluir restricciones cuantitativas de las importaciones ni restricciones de los servicios, como tampoco restricciones de los movimientos de capitales y de los pagos y transferencias necesarios para la prestación de los servicios.  Esas medidas debían notificarse a los órganos competentes de la CARICOM.  La situación relativa a la balanza de pagos del miembro en cuestión sería evaluada mediante consultas periódicas.  Debían aceptarse todas las recomendaciones formuladas por el Comité de Gobernadores de los Bancos Centrales de la CARICOM con respecto a los tipos de cambio, las reservas monetarias y la balanza de pagos.  Podrían adoptarse también medidas de salvaguardia en caso de dificultades surgidas en el ejercicio de los derechos en virtud del Tratado, o en un sector o una región específicos.  Por último, el Protocolo preveía excepciones relativas a la seguridad y disposiciones especiales para los países menos adelantados, en favor de los cuales éstos podían quedar eximidos del cumplimiento de algunas de las obligaciones previstas en el Tratado de la CARICOM.

41. Con la revisión del Tratado, que tuvo lugar en 2002, se han ampliado las esferas de integración al preverse un mercado y una economía únicos para la región, con una libre circulación de las mercancías, los servicios y los factores de producción;  esto habría de implementarse entre el 1º de marzo de 2002 y el 31 de diciembre de 2005.  También se ha previsto la armonización de las leyes y reglamentos que rigen las actividades económicas.  Las disposiciones y el programa relativos a los servicios, los capitales y el derecho de establecimiento se notificaron a la OMC en enero de 2003.
  Se prevé para más tarde la creación de una unión monetaria.

42. A efectos del establecimiento de la unión aduanera se suprimieron la mayoría de los derechos de aduana y de los obstáculos no arancelarios al comercio entre miembros de la CARICOM.  La Conferencia Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en octubre de 1992 fijó un tipo máximo para el arancel exterior común (AEC) del 35 por ciento para los productos no agropecuarios y del 40 por ciento para los productos agropecuarios.  Estos tipos empezaron a aplicarse a partir de enero de 1993.  El plan consistía en reducir el tipo máximo del 35 por ciento en 1995 al 20 por ciento en 1998, en cuatro fases.  Están autorizadas las excepciones nacionales al AEC.  Además, el Tratado prevé la posibilidad de suspender temporalmente la aplicación del AEC o de cualquier medida de liberalización interna, de ser necesaria para el desarrollo de una rama de producción en un Estado miembro.

43. Las normas de origen son complejas;  prevén que, para beneficiarse de un trato preferencial, hace falta por lo general (para una amplia gama de productos), aunque esto diste de suceder en el caso de todos los productos, un contenido de material de origen regional de al menos el 50;  el 70;  o el 90 por ciento (según los bienes) del precio de exportación del producto.  Más concretamente, se considera que un bien es originario de la Comunidad cuando:


-
se haya producido totalmente en la Comunidad.  Los productos fabricados con materias primas que se benefician ya del origen regional se consideran también totalmente fabricados en la región.  Lo mismo ocurre con los productos intermedios que se utilizan en el proceso de fabricación;  y


-
se haya fabricado total o parcialmente en la Comunidad con materias primas importadas de fuentes extrarregionales o de origen no determinado que hayan sufrido una transformación sustancial que entrañe i) ya sea la clasificación del producto final obtenido en una partida arancelaria del SA distinta de la partida en que se clasifica la materia prima utilizada;  ii) ya sea el respeto de las condiciones específicas de fabricación estipuladas por el Tratado (según los productos, las normas de origen requieren que en el proceso de fabricación se utilicen determinadas materias primas regionales o que las materias primas extrarregionales no excedan de un determinado porcentaje del valor de exportación del producto final).

44. El Tratado de la CARICOM permite a los miembros aplicar restricciones cuantitativas o imponer derechos de aduana a los productos que se mencionan en el anexo I del Tratado (en determinadas circunstancias).  No hay una política general con respecto a las subvenciones a la exportación, aunque en principio no estén autorizadas salvo para algunos productos agropecuarios.  También están prohibidos los impuestos a la exportación.  No está autorizado ningún incentivo a la exportación, y un miembro puede negarse a conceder acceso preferencial a las exportaciones de otro miembro que se benefician de desgravaciones fiscales.

45. El Tratado prevé un mecanismo de solución de diferencias.  El Tratado revisado de 2002 prevé un Tribunal de Justicia del Caribe (instancia suprema en las diferencias relativas a disposiciones del Tratado).  La sanción final contra un miembro que no acata las sentencias del Tribunal es la suspensión, por parte de cualquier otro miembro, de las obligaciones de éste o estos últimos en el marco del Tratado.

46. Haití ratificó el Tratado de Chaguaramas el 20 de junio de 2002.  Aún tendrá que ratificar el Tratado revisado de 2002.  Haití negoció y obtuvo varias exenciones en lo que concierne a la aplicación del AEC de la CARICOM.  De hecho, al ser relativamente bajos los aranceles vigentes en Haití, la aplicación del AEC habría implicado un aumento considerable de los derechos de aduana y por lo tanto de su tipo arancelario medio.  En consecuencia, Haití consiguió que se suspendiera la aplicación del AEC a unos 500 productos durante un período de cinco años.
  Ese período de ajuste renovable terminará en 2005.

47. La CARICOM ha firmado acuerdos comerciales bilaterales con Colombia, Venezuela, la República Dominicana y Cuba, y prevé negociar acuerdos análogos con el MERCOSUR, el Pacto Andino y otros países de Centroamérica.

48. El Acuerdo sobre Comercio y Cooperación Técnica y Económica entre la CARICOM y Colombia se firmó el 24 de julio de 1994 y se renegoció en 1997.  De conformidad con las disposiciones del Acuerdo, Colombia otorga unilateralmente un acceso preferencial a su mercado a un grupo de productos originarios de la CARICOM.  Sin embargo, se acordó que los derechos aplicables a diversas exportaciones de Colombia a los países más desarrollados de la CARICOM, a saber Barbados, Guyana, Jamaica y Trinidad y Tabago, se reducirían gradualmente a partir del 1º de enero de 1999.  El Acuerdo incluye también disposiciones sobre la armonización de las normas, así como sobre cooperación en materia de servicios (sobre todo los relacionados con el turismo), financiación del comercio y transporte, protección del medio ambiente, desarrollo agrícola e investigación.  Contiene una cláusula de salvaguardia en caso de daño o amenaza de daño a la producción nacional o por motivos de balanza de pagos, y prevé la posibilidad de aplicar medidas antidumping o compensatorias.
49. El Acuerdo sobre Comercio e Inversiones entre la CARICOM y Venezuela se firmó en octubre de 1992 y entró en vigor el 1º de enero de 1993.  De conformidad con las disposiciones de este Acuerdo, Venezuela otorgó a algunos productos originarios de la CARICOM un trato preferencial no recíproco, en forma de franquicia arancelaria (parcial o total).
  A cambio, se acordó que cualquier modificación del AEC se llevaría a cabo en consulta con Venezuela.  El Acuerdo tiene también por objeto promover las inversiones en la región y facilitar la creación de empresas conjuntas.
  Contiene una cláusula de salvaguardia que Venezuela puede invocar en caso de daños a la producción nacional o de dificultades de balanza de pagos.  Las medidas de salvaguardia no pueden aplicarse por un período superior a un año y deben ser aprobadas por el Consejo Conjunto de Comercio e Inversiones CARICOM/Venezuela.  Los signatarios están autorizados a aplicar medidas para oponerse a las prácticas comerciales desleales, como las subvenciones y el dumping.
50. El Acuerdo firmado el 22 de agosto de 1998 entre la CARICOM y la República Dominicana prevé el establecimiento de una zona de libre comercio entre las dos partes.  Abarca el comercio de bienes y servicios, las inversiones y la contratación pública.
51. El Acuerdo entre la CARICOM y Cuba, firmado el 5 de julio de 2000, prevé el libre comercio de determinados bienes entre las partes y abarca asimismo, entre otros aspectos, el sistema impositivo aplicable a los intercambios entre las partes y los mecanismos de promoción y facilitación de los mismos, los servicios, el turismo, las inversiones, y los derechos de propiedad intelectual.
b)
Asociación de Estados del Caribe (AEC)

52. Haití es miembro, desde 1994, de la AEC, organización de consulta, cooperación y acción concertada en materia de comercio, transporte, turismo y catástrofes naturales.  La AEC fue creada por los Jefes de Estado de la CARICOM el 29 de julio de 1994 y abarca a 25 países de la Cuenca del Caribe.  Tiene un mercado total de 200 millones de personas, un PIB que se calcula en 500.000 millones de dólares EE.UU. y un volumen comercial anual valorado en 180.000 millones de dólares EE.UU.  Sus objetivos son la elaboración de estrategias orientadas a asegurar la convergencia de las políticas comerciales de sus miembros, la promoción de nuevas iniciativas encaminadas a aumentar el volumen del comercio, y el fomento de la participación del sector privado en el comercio y el desarrollo regionales.

53. Su Plan de Acción, aprobado en la cumbre inaugural en agosto de 1995, prevé hacer progresar el proceso conducente al fortalecimiento de la integración, la adopción de medidas concretas y la celebración de consultas entre los Estados miembros, en particular en las esferas del comercio, el turismo y los transportes.  El seguimiento de los aspectos comerciales del Plan de Acción se encomendó al Comité de Comercio y Relaciones Económicas Externas.  El Plan de Acción, exclusivamente orientado al fomento del comercio, confiere a la secretaría de la Organización el mandato, entre otras cosas, de difundir entre los miembros información relativa a los Acuerdos de la OMC y su aplicación en cada Estado y coordinar los esfuerzos de las diferentes secretarías para armonizar normas y reglamentos comerciales.

c)
Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA)

54. Haití participa también en las negociaciones actualmente en curso en el marco del ALCA.
  Esas negociaciones se iniciaron en 1994 y su finalidad es crear una zona de libre comercio para el año 2005.  Se crearon grupos de trabajo para reunir información, determinar los problemas y preparar las negociaciones.  A partir de 1999, estos grupos de trabajo pasaron a ser grupos de negociación en los que participan los Estados miembros de la CARICOM con miras a definir una posición común de la región.

d)
Foro del Caribe (CARIFORUM)

55. Haití es miembro del CARIFORUM, organización regional creada el 19 de octubre de 1992 que agrupa a los países del Caribe signatarios del Cuarto Convenio de Lomé.  Sus objetivos principales son coordinar y supervisar la asignación de los recursos que se reciben del Fondo Europeo de Desarrollo (FED) para financiar proyectos regionales en el Caribe.

iv) Acuerdos bilaterales

56. Los acuerdos comerciales bilaterales de los que es parte la República de Haití no tienen realmente por objeto el libre comercio, sino que son más bien acuerdos de carácter general establecidos en virtud de la cláusula de la nación más favorecida.  Se han firmado acuerdos de este tipo con Alemania, la Argentina, las Bahamas, China, Colombia, Dinamarca, Islandia, Israel, Italia, el Japón, Liberia y la República Dominicana.

v) Otros acuerdos y arreglos

57. En el marco del Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), Haití se beneficia de un trato preferencial por parte de países desarrollados.  Haití no participa en el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo.

58. Los productos exportados por Haití a los Estados Unidos son objeto de cuatro regímenes preferenciales.  Se trata del SGP, de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC), de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe ampliada y del Programa de acceso de los textiles (artículo 807-A de la Ley de recuperación económica de la Cuenca del Caribe).  En general, estos regímenes prevén la exención de impuestos para la entrada en los Estados Unidos de los productos que reúnen las condiciones requeridas.  Sin embargo, sí se pagan los impuestos federales sobre el consumo.

59. La ICC establece un sistema preferencial para los países de la región de Centroamérica y el Caribe.
  En el marco de la ICC, más de 20 países de la región, entre los que se cuenta Haití
, pueden tener acceso en régimen de franquicia al mercado de los Estados Unidos para una amplia gama de exportaciones, de la que están excluidos productos como los textiles y las prendas de vestir, el calzado, los artículos de cuero, el atún en conserva y el petróleo y los productos petrolíferos.

60. Para poder acogerse a la ICC, los productos han de ser comercializables y exportarse directamente a los Estados Unidos.  Deben haber sido totalmente producidos, fabricados o cultivados en uno o varios países beneficiarios de la ICC o, en su defecto, haber sido objeto en ellos de una transformación sustancial.  En este último caso, al menos el 35 por ciento del precio de costo debe ser atribuible a una transformación directa en uno o varios países beneficiarios.
  Dentro de ese mínimo del 35 por ciento, las materias primas que se importan de los Estados Unidos y se utilizan en la fabricación del producto exportado pueden representar hasta 20 puntos porcentuales.  También confiere origen a los productos el hecho de haber sido fabricados con materias primas importadas de Puerto Rico y las Islas Vírgenes de los Estados Unidos.  En tal caso, el 35 por ciento puede estar constituido en su totalidad por importaciones.

61. En mayo de 2000, la Ley de asociación comercial de los Estados Unidos con la Cuenca del Caribe amplió a los países de la ICC el trato preferencial en materia de aranceles y contingentes del que se benefician determinados textiles y prendas de vestir procedentes de los otros países del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).  En este contexto se han previsto concesiones arancelarias hasta septiembre de 2008 o hasta el momento en que se establezca el ALCA.

62. Haití se beneficia también del "Programa de acceso especial de los textiles de la Cuenca del Caribe:  TSUS 807A".  Se trata de un régimen de contingentes que ofrece acceso garantizado en los Estados Unidos a algunas categorías de prendas de vestir cortadas en los Estados Unidos o confeccionadas con tejidos de ese país, pero montadas en un Estado miembro de la ICC.
  Las operaciones de montaje permitidas son las siguientes:  cosido, pegado, laminado, remachado y soldadura.  El programa autoriza también el acceso de prendas de vestir que hayan sido confeccionadas en países miembros de la ICC pero que no hayan sido cortadas en los Estados Unidos ni estén hechas con tejidos de este país.  En este caso, se negocian "niveles designados de consulta".  Cada artículo se beneficia cada año de un "acceso mínimo garantizado" o de un "nivel de alarma";  cada año se negocian los niveles mínimos para cada artículo.  Las prendas cortadas en los Estados Unidos o fabricadas con tejidos de ese país se benefician de un acceso garantizado superior y están sujetas a un régimen de certificación especial.  La categoría normal comprende otros dos niveles de acceso:  uno para las prendas hechas con una mezcla de materiales de los Estados Unidos y de otras procedencias, y otra para las prendas hechas únicamente con materiales que no proceden de los Estados Unidos.

63. Haití es signatario del Acuerdo de Cotonú, por el que se establecen relaciones comerciales preferenciales y de ayuda entre la UE y 71 países en desarrollo de África, el Caribe y el Pacífico (ACP).  Este Acuerdo se firmó el 23 de junio de 2000, en sustitución de los Convenios firmados en 1975, 1979, 1984 y 1989.  Permanecerá en vigor 20 años.  Haití ratificó este Acuerdo el 19 de diciembre de 2000.

64. En virtud del Acuerdo de Cotonú, la UE concede un trato preferencial no recíproco a las importaciones de la mayoría de los productos originarios de los países ACP.  También concede un acceso especial a su mercado a determinados productos (bananos, carne de vaca y de ternera, azúcar) procedentes de esos países.  El Acuerdo de Cotonú suprimió los sistemas STABEX y SYSMIN, así como el protocolo sobre el ron, contenidos en los Convenios de Lomé.  Las preferencias arancelarias no recíprocas que se conceden actualmente a todos los países ACP se mantendrán hasta el 31 de diciembre de 2007.  A partir de 2008, se sustituirán por una serie de Acuerdos de Asociación Económica (APE).  Se tratará de acuerdos de libre comercio basados en la reciprocidad y compatibles con las normas de la OMC.

65. El 26 de febrero de 2001, el Consejo de Asuntos Generales de la UE adoptó la iniciativa "Todo menos armas" (EBA), que entró en vigor el 5 de marzo de 2001.  Esta iniciativa permite el acceso a los mercados de la UE, en régimen de franquicia, a todos los productos originarios de los países menos adelantados, con excepción de las armas y las municiones.  No se aplica a los bananos frescos, el arroz y el azúcar.  Por lo que respecta a estos tres productos, siguen en vigor las disposiciones siguientes:


-
para los bananos frescos, una liberalización total mediante una reducción anual del 20 por ciento del arancel de 2001 de la UE entre el 1º de enero de 2002 y el 1º de enero de 2006;


-
para el arroz, una liberalización total mediante una reducción progresiva del arancel de la UE hasta llegar a un tipo cero entre el 1º de septiembre de 2003 y el 1º de septiembre de 2009.  Mientras tanto, el arroz importado de los países menos adelantados podrá beneficiarse de un acceso en régimen de franquicia dentro de los límites de un contingente arancelario.  Los niveles iniciales de los contingentes se basarán en los niveles más altos de las exportaciones procedentes de los países menos adelantados en el curso de los últimos años, aumentados en un 15 por ciento.  El nivel del contingente se incrementará un 15 por ciento al año;  y


-
para el azúcar, una liberalización total mediante una reducción progresiva del arancel de la UE hasta llegar a un tipo nulo entre el 1º de julio de 2006 y el 1º de julio de 2009.  Mientras tanto, las importaciones de azúcar procedentes de los PMA tendrán acceso en régimen de franquicia dentro de los límites de un contingente arancelario.  Ese contingente pasará de 74.185 toneladas (en equivalente en azúcar blanco) en 2001/02 a 197.355 toneladas en 2008/09.

66. Con el fin de evitar retrasos en el examen de eventuales perturbaciones de los mercados de la UE se prevé que cuando, en el curso de un ejercicio económico, las importaciones de arroz, azúcar o bananos superasen o pudieran superar en más de un 25 por ciento a las importaciones del año precedente, la Comisión de la UE verificará automáticamente si las condiciones de aplicación de las medidas de salvaguardia son conformes a los reglamentos del SGP.

67. Haití ha firmado acuerdos internacionales en virtud de los cuales cada parte se compromete a tratar de manera justa y equitativa las inversiones realizadas en su territorio por los nacionales y sociedades de la otra parte.
  En particular, estos acuerdos garantizan la libre transferencia de los intereses, dividendos, beneficios y otros ingresos obtenidos por los nacionales de cada parte, el pago previo de una justa indemnización (en caso de expropiación) y compensaciones (en caso de daños o pérdidas causados por conflictos políticos), así como las modalidades de solución de eventuales conflictos.  Haití es signatario del Convenio por el que se establece el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI)
, y del Convenio Constitutivo del Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (OMGI) desde 1995.
  Haití es también signatario de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras.

vi) Asistencia técnica comercial

a)
Observaciones generales

68. La República de Haití ha recurrido sistemáticamente a la asistencia técnica proporcionada por la OMC y otras organizaciones internacionales.  Se ha solicitado fundamentalmente esta asistencia para poder aplicar los Acuerdos de la OMC, especialmente en lo concerniente a la valoración en aduana, y aprovechar mejor el sistema multilateral de comercio.  La asistencia técnica prestada a este país se intensificó especialmente a raíz de la adopción, durante la Reunión de Alto Nivel de la OMC sobre los países menos adelantados celebrada en 1997, del Marco Integrado para la asistencia técnica.  En el curso de los preparativos de la Conferencia, las autoridades haitianas efectuaron una evaluación de sus necesidades globales a lo largo de varios años.

69. De conformidad con las disposiciones del Marco Integrado
, esta evaluación debía servir como punto de partida para presentar propuestas globales de asistencia técnica (en materia de comercio) con ocasión de una mesa redonda.  Esta Mesa redonda se celebró los días 11 y 12 de noviembre de 1999 en Puerto Príncipe.  Participaron en ella las seis organizaciones iniciales del Marco Integrado, además de la ONUDI, la UIT y los principales interlocutores bilaterales de Haití.  Permitió identificar una serie de proyectos de asistencia específicos.  Sin embargo, no se pudo hacer ninguna promesa firme de financiación, aparte de la del Banco Mundial relativa a un proyecto de seguro de crédito a la exportación, y la del Japón relativa a proyectos de metrología.

70. Con el fin de resolver esta situación, el Gobierno estableció (en 2000) un comité de seguimiento de esa Mesa redonda que sirvió de catalizador para iniciar diversos proyectos por parte de las autoridades haitianas, sin apoyo financiero externo.  Estos proyectos, inscritos en el marco del plan de acción del Gobierno para la lucha contra la pobreza, se refieren especialmente a:


-
la elaboración de un Código de Inversiones (pendiente de votación en el Parlamento haitiano) y un proyecto de ley sobre las zonas económicas francas;


-
la preparación de un documento en tres volúmenes, relativo al establecimiento de un instrumento de facilitación de las inversiones para adaptar el concepto de ventanilla única al contexto haitiano, al marco jurídico y a los presupuestos correspondientes;


-
la reestructuración institucional del Ministerio de Comercio e Industria;  y


-
el fortalecimiento de la capacidad nacional en materia de control alimentario.

71. Con el fin de asegurar en parte el seguimiento de esta Mesa redonda y apoyar los esfuerzos realizados de manera autónoma por las autoridades, en mayo de 2001 el Comité Directivo del Marco Integrado asignó a Haití un crédito de 300.000 dólares EE.UU.  Recordemos que se había entregado una suma idéntica a cada uno de los otros cuatro países que habían celebrado mesas redondas antes del reexamen de dicho Marco en la primavera de 2000.
  El reexamen se inició para subsanar las deficiencias observadas durante la primera fase del Marco Integrado, en el curso de la cual las soluciones preconizadas para resolver los problemas comerciales habían pasado por alto la interdependencia entre diversas cuestiones derivadas, entre otras cosas, de las limitaciones relacionadas con la oferta.  En marzo de 2001 se adoptó un programa piloto para el Marco Integrado.  Su objetivo era ayudar a los países menos adelantados a elaborar una estrategia de integración del comercio, que facilitaría un crecimiento sostenible de sus economías al incorporar las políticas y otras prioridades nacionales.  Este programa piloto comenzó con la realización de estudios de diagnóstico sobre la integración del comercio en tres países pilotos (Camboya, Madagascar y Mauritania);  posteriormente se extendió a otros países.
  Las conclusiones de estos estudios, realizados bajo la dirección del Banco Mundial, servirán de base a un plan de acción que incluirá recomendaciones y determinará las necesidades prioritarias en materia de asistencia técnica.

72. La utilización del crédito mencionado supra permitiría financiar determinadas actividades que Haití considera prioritarias.  Esas actividades, vinculadas a la integración del comercio en los planes de desarrollo y las estrategias de lucha contra la pobreza, comprenden:


-
el examen del marco jurídico del comercio y la inversión;


-
el fortalecimiento de la capacidad institucional del Ministerio de Comercio;  y


-
el fomento de las actividades de exportación.

Todas estas actividades deberían realizarse por etapas, establecidas en función de los fondos disponibles.

73. Dentro de la primera fase financiada con los 300.000 dólares EE.UU. mencionados, en julio de 2001 se llevó a cabo una misión en Haití, en el marco del Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales de la OMC, en diciembre de 2001, otra del CCI y la OMC, y en mayo de 2003 una Mesa redonda (en Puerto Príncipe) sobre el desarrollo de las exportaciones.  Estas misiones permitieron formular un diagnóstico de las necesidades en materia de asistencia técnica, especialmente en lo concerniente a la mejora de la participación de esos países en el sistema multilateral de comercio.

74. Los ámbitos en los que la República de Haití tiene mayor necesidad de asistencia son los siguientes:  formación sobre el sistema multilateral de comercio, especialmente en los ministerios, los medios de difusión y el sector privado;  información sobre el sistema multilateral de comercio;  apoyo institucional al Ministerio de Comercio e Industria;  creación o modificación de leyes y reglamentos para que sean conformes a las disposiciones de los Acuerdos de la OMC;  notificaciones;  aplicación de los Acuerdos;  y participación en las negociaciones multilaterales y en el proceso de integración regional.

b)
Formación sobre el sistema multilateral de comercio

75. Un número limitado de expertos, que pertenecen fundamentalmente al Ministerio de Comercio e Industria (MCI), tienen un conocimiento global de la política comercial y de sus instrumentos.  Ciertos Ministerios, como por ejemplo los de Agricultura, Justicia, Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones, parecen tener un conocimiento limitado del sistema multilateral de comercio, algunos de cuyos aspectos tienen sin embargo un interés directo para ellos.  Esta situación se debe al hecho de que esos Ministerios mantienen pocos contactos con los que se ocupan más directamente de esas cuestiones o no perciben todo el interés de las cuestiones del comercio multilateral para su esfera de actividad.  Los otros ministerios o entidades directamente afectados, como por ejemplo las Aduanas o los Ministerios de Planificación y Cooperación y de Asuntos Exteriores (con excepción de la Misión Permanente en Ginebra), parecen encontrarse también en una situación casi igual.  Esto, sumado a la probable falta de comunicación y coordinación entre los ministerios, explica el hecho de que todas las cuestiones relativas al sistema multilateral de comercio sean competencia exclusiva del Ministerio de Comercio e Industria.

76. Por este motivo, son fundamentalmente los funcionarios del MCI los que participan o han participado en los talleres sobre políticas comerciales celebrados en Ginebra (talleres de tres meses o cursos sobre política comercial de breve duración).  Por otra parte, los expertos de los Ministerios de Asuntos Exteriores y de Economía y Finanzas (incluidas las aduanas) en muy escasas oportunidades han participado en las actividades de cooperación técnica realizadas a nivel regional.  Los diferentes agentes económicos del sector privado están también muy poco informados sobre el sistema multilateral de comercio y sus normas;  sólo parecen tener conocimientos sobre el sistema multilateral los responsables directos de esas instituciones (por ejemplo, los secretarios de las instituciones representativas del sector privado).  Por último, en la Universidad de Haití no se imparte al parecer formación específica sobre el sistema multilateral de comercio.  Podrían buscarse apoyos externos para, entre otras cosas, ayudar a la Universidad de Haití a crear un plan de estudios sobre comercio internacional.  A tal efecto, la Secretaría de la OMC, otras organizaciones internacionales como el CCI y la ONUDI, donantes bilaterales y organizaciones no gubernamentales han comenzado recientemente a proporcionar ayuda para atender las necesidades generales en materia de formación.  En el plan de acción para el año 2002 elaborado por la Secretaría de la OMC se prevé un esfuerzo especial en favor de los países menos adelantados.  Este esfuerzo debería intensificarse mediante una mayor colaboración entre los organismos internacionales en el contexto del Marco Integrado o del JITAP (Programa en el que Haití desearía participar)
, y también en el plano regional o subregional, especialmente en el marco de la CARICOM.

c)
Información

77. En Haití hay muy pocos servicios de información.  Sólo el Centro de Referencia sobre la OMC, establecido en el Ministerio de Comercio e Industria (MCI) en 1998 y destinado a proporcionar información sobre el sistema multilateral de comercio, especialmente a través de un enlace con el sitio oficial de la OMC, y las diferentes cámaras de comercio en Haití (CCIAH
, Cámara Franco-Haitiana, etc.) están en condiciones de proporcionar información de carácter general sobre la OMC y las otras instituciones que se ocupan de asuntos comerciales.  El Centro de Referencia y su biblioteca, instalados por la OMC, cuyos locales se han renovado recientemente con cargo a fondos del MCI, no son de fácil acceso para las personas ajenas al Ministerio.

78. El material informático del Centro ha quedado anticuado y no resulta práctico.  En el MCI son muy pocas las personas que están en condiciones de utilizar el equipo suministrado.  Por lo tanto, sería conveniente que el Centro recibiera un firme apoyo para que pudiera desempeñar eficazmente la tarea que le ha sido encomendada y para renovar y mejorar el equipo informático suministrado por la OMC.  Por su parte, las cámaras de comercio disponen de una documentación básica sobre el GATT y la OMC -proporcionada mientras tanto a petición de esas instituciones- que, como se ha demostrado, no está actualizada.  Además, en estos momentos, los medios de difusión de Haití no están en condiciones de realizar una buena labor informativa acerca de las cuestiones multilaterales, aunque tengan conocimientos sobre el sistema multilateral de comercio, especialmente en lo que concierne a las conferencias ministeriales.  Por consiguiente, sería conveniente actualizar y afianzar los conocimientos mediante el envío de la documentación oportuna por la OMC y también invitando a representantes de los medios de difusión a participar en las actividades en curso en ese foro en calidad de observadores.

d)
Apoyo institucional al Ministerio de Comercio e Industria

79. Como consecuencia de las dificultades antes señaladas, el MCI sigue desempeñando una función decisiva, debido especialmente a que no existe en el país un servicio de información sobre las cuestiones multilaterales.  Este Ministerio experimenta sin embargo grandes dificultades para cumplir esa función, no sólo a causa de los conflictos de competencias con otras entidades (como las aduanas) o de la escasa de coordinación, sino también debido a la insuficiencia, en estos momentos, de los expertos que deberían ocuparse de esos asuntos;  a la falta de memoria institucional en ese Ministerio porque la mayoría de los especialistas que han recibido una buena formación, en particular a través de los cursos de política comercial del GATT/OMC, han dejado el Ministerio para ocupar otros cargos en el sector privado o en otras estructuras (como la Oficina de Negociaciones entre la OMC y la CARICOM);  y, por último, a la falta de recursos financieros.  Por estos motivos, sería conveniente que se pusieran rápidamente en práctica las recomendaciones formuladas en el marco del Plan de Reestructuración y Reorganización del MCI, elaborado con el apoyo financiero de la Unión Europea.

e)
Notificaciones

80. La República de Haití tiene dificultades para cumplir sus obligaciones en materia de notificaciones a la OMC  Esto se debe principalmente a que los funcionarios encargados de esta actividad tienen un conocimiento limitado de los Acuerdos de la OMC y de las prescripciones en materia de notificación.  En efecto, como la mayoría de las notificaciones suelen tener un contenido muy técnico, los expertos tienen dificultades para formularlas.  También hay que señalar los problemas de coordinación entre los ministerios competentes.

81. Haití recibió en varias ocasiones ayuda de la Secretaría de la OMC, en forma de envío de documentación y de la participación de altos funcionarios haitianos en dos talleres sobre las notificaciones celebrados en Ginebra en 1996 y 1997.  Sin embargo, teniendo en cuenta que subsisten problemas, las autoridades desearían recibir una asistencia suplementaria de la Secretaría de la OMC en materia de notificaciones, especialmente en forma de misiones técnicas a los diferentes ministerios e instituciones interesados.

f)
Adaptación de la legislación

82. La República de Haití tiene dificultades para conseguir que su sistema jurídico se ponga en conformidad con los Acuerdos de la OMC.  Por ejemplo, el Código de Comercio data de 1826 y fue revisado en 1944.  En ese mismo caso se encuentran diversas leyes y reglamentos.  La magnitud de la tarea hace que el proceso de adaptación a los Acuerdos de la OMC sea largo y difícil.  A ello se añaden las restricciones derivadas de los recursos financieros limitados de los ministerios interesados;  los problemas jurídicos relacionados en parte con la incorporación del sector no estructurado;  los problemas que crea la inestabilidad política;  y, por último, los problemas de coordinación.  Los servicios jurídicos del CCI han iniciado actividades de asistencia relativas a un inventario de actos jurídicos, a raíz de la misión técnica de diciembre de 2001.  Cabría prever asistencia técnica en este ámbito, además de los esfuerzos realizados por el CCI y los fondos asignados en particular por la Unión Europea en el marco de la reforma global de la justicia.

g)
Aplicación de los Acuerdos

83. El problema principal es la falta de información sobre las disposiciones de los Acuerdos que deben aplicarse y sobre las medidas que han es preciso tomar a tal efecto.  Lo mismo sucede con la obligación de notificar las operaciones de eventuales empresas comerciales de Estado en virtud del Entendimiento relativo a la interpretación del artículo XVII del GATT, o de suprimir, en su caso, medidas tales como las medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio.  Por consiguiente, la cuestión crucial de la aplicación seguirá en parte sin resolverse mientras no se haya adquirido un mayor conocimiento de los Acuerdos.  Son por lo tanto necesarios importantes recursos de asistencia.  Los aspectos que más preocupan a la República de Haití en lo que respecta a la aplicación son la valoración en aduana, las medidas sanitarias y fitosanitarias, los obstáculos técnicos al comercio, y los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio (ADPIC).

84. Teniendo en cuenta la insuficiencia de la capacidad humana e institucional de su Administración de Aduanas, Haití recabó y obtuvo, en diciembre de 2001, del Consejo General de la OMC, una prórroga del plazo de aplicación del Acuerdo sobre Valoración en Aduana hasta el 30 de enero de 2003.
  Sin embargo, Haití debía informar al Consejo del Comercio de Mercancías de la OMC, el 31 de marzo, y posteriormente el 31 de octubre de 2002, de los progresos realizados en la ejecución del programa de trabajo que figura en el anexo de la Decisión de diciembre de 2001.  El programa abarcaba:


-
puesta al día de la legislación aduanera y los procedimientos administrativos de conformidad con el Acuerdo de la OMC;


-
establecimiento de un grupo de trabajo integrado por representantes de los ministerios y sectores interesados, con miras a la formulación de recomendaciones relativas a la aplicación del Acuerdo;


-
la formación del personal aduanero en materia de aplicación del artículo VII del GATT, en particular a través de su participación en cursos de formación organizados principalmente por la Organización Mundial de Aduanas (OMA), con el apoyo de la OMC y de la aduana francesa;


-
contratación de personal para establecer un servicio de unidades de valoración a nivel local y el fortalecimiento del control a posteriori;  y


-
instalación de ficheros del valor en todas las oficinas de aduana, así como de una base de datos sobre la valoración y el fraude aduaneros.

En el marco de este programa de trabajo, las aduanas francesas, y posteriormente la OMC (misión de un consultor en febrero de 2002), así como la UNCTAD en lo que concierne a la informatización, han ya proporcionado asistencia técnica.  Los progresos realizados a nivel nacional siguen siendo modestos.  Por ejemplo, ninguno de los nueve centros regionales parece estar conectado todavía con la capital por diferentes razones, inclusive de orden técnico.  Por otro lado, en julio de 2003 Haití no había aplicado todavía el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.

85. Según las autoridades, los recursos de que dispone Haití son demasiado limitados para que pueda aprovechar los Acuerdos sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y sobre las Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.  En este sentido, indican que los servicios de información no tienen ningún medio material para desempeñar sus tareas y que, en lo que respecta a la infraestructura en particular, no existe ningún laboratorio para llevar a cabo un control de calidad de las importaciones.  Lo mismo sucede con la protección de los consumidores.  En Haití no existe ninguna estructura que se ocupe de la metrología.  Por esta razón, las autoridades desean que las disposiciones pertinentes de esos Acuerdos se plasmaran en actividades de asistencia técnica (especialmente a nivel bilateral) mediante un apoyo a las estructuras previstas por el MCI en materia de control de la calidad y de metrología, y a través de la creación de laboratorios o el suministro de equipo y un apoyo a los esfuerzos que se están realizando actualmente en este ámbito, en particular con ayuda de la cooperación bilateral belga.

86. Haití tiene la intención de armonizar su legislación con las disposiciones del Acuerdo de la OMC sobre los ADPIC antes de finales del año 2005.  Sin embargo, carece de especialistas y de recursos para proceder a esta revisión.  Según la OMPI, Haití no es signatario de ningún convenio relativo a las marcas.  El país recibe, desde hace poco tiempo, asistencia técnica de la OMPI.  No ha recibido ninguna ayuda específica, en particular de la OMC y de la OMA.  Sin embargo, es urgente aumentar los conocimientos sobre este Acuerdo en todos los ministerios y prever una formación apropiada para los magistrados en este ámbito, adaptar la legislación nacional o proponer nuevas leyes y, por último, ayudar a los organismos competentes a aplicar el Acuerdo, especialmente a las aduanas en lo que concierne a las importaciones de productos falsificados.

87. El Ministerio de Comercio e Industria desearía recibir asistencia técnica con miras a la transposición de su antigua Lista de concesiones arancelarias de la OMC.  En efecto, este país tiene una Lista de concesiones arancelarias (Lista XXVI) cuyos primeros elementos se establecieron en el marco de las primeras negociaciones del GATT (especialmente las celebradas en Annecy en 1949);  esta Lista nunca fue revisada.  Es imprescindible introducir modificaciones, especialmente para convertir la nomenclatura de esta Lista al Sistema Armonizado y para uniformar las concesiones anteriores y las suscritas en el marco de la Ronda Uruguay.  No se ha hecho nada a este respecto debido al conflicto de competencias entre las Aduanas y el Ministerio de Comercio e Industria, principal promovedor de las concesiones arancelarias hechas en el curso de las diferentes rondas de negociaciones comerciales multilaterales.  La adhesión de Haití a la CARICOM, cuyo Arancel Exterior Común se supone que aplicará un día este país parece justificar también este retraso, ya que más adelante podría resultar necesaria una iniciativa regional en relación con este asunto.

h)
Participación en la OMC y en las negociaciones comerciales

88. Las principales cuestiones mencionadas por las autoridades haitianas están relacionadas con una mejor participación de su país tanto en los trabajos de la OMC como en las negociaciones comerciales en curso y las futuras.  Con este fin, las autoridades desean reforzar su misión permanente ante la OMC dotándola de más personal superior especializado en cuestiones comerciales.  Las autoridades desearían también que su personal superior estuviera mejor informado y preparado tanto para las negociaciones multilaterales como para futuras negociaciones en el marco del Acuerdo de Cotonú o de la CARICOM.  En particular, serían necesarias una asistencia técnica en forma de seminarios o talleres sobre los temas incluidos en el programa de trabajo de la OMC dimanante de la Declaración Ministerial de Doha de noviembre de 2001, y más especialmente las cuestiones relativas a la competencia, las inversiones y la contratación pública, así como sobre las técnicas de negociación.  Por último, las autoridades desean que, en el curso de los próximos meses, se examine la posibilidad de prestar asistencia sobre las bases de datos y también la función de las estadísticas en las negociaciones.

� Artículo 137 de la Constitución.





� En el artículo 185 de la Constitución se indican las condiciones en las que el Senado ejerce sus atribuciones.





� El Presidente de la República nombra a los jueces del Tribunal de Casación basándose en una lista presentada por el Senado.  Los jueces de los tribunales de apelación y de los tribunales de primera instancia son nombrados con arreglo a una lista presentada por la Asamblea del departamento en cuestión, y los jueces de paz con arreglo a una lista presentada por las asambleas municipales.





� Artículo 638 del Código de Comercio.





� Artículo 87 de la Constitución.


� Los artículos 111 y siguientes de la Constitución tratan de cuestiones relativas a discrepancias entre las dos Cámaras con respecto a una ley.





� En caso de objeciones por parte del Presidente de la República, la ley se devuelve a las Cámaras, que pueden modificar el texto.  El proceso se continúa entonces.  Si, por el contrario, las Cámaras no desean tomar en consideración las objeciones planteadas por el Presidente, éste está obligado a promulgar la ley tal como está.





� Decreto de 13 de marzo de 1987 relativo a la reorganización del MCI.





� Párrafo 1 del artículo 2 del Decreto de 13 de marzo de 1987.





� La Mesa redonda sectorial sobre el comercio fue una iniciativa del Gobierno de Haití que reunió a los diferentes agentes económicos y sociales.  Su finalidad era determinar la orientación general de la política comercial del país.  Tuvo lugar en Puerto Príncipe en 1999.





� Como se preconizaba en el plan quinquenal 2001-06, el objetivo es alcanzar una tasa de crecimiento del 4 por ciento y una reducción de la tasa de paro del orden del 20 por ciento.





� La Comisión Nacional de Reformas Administrativas ha realizado estudios con vistas a la reforma de la administración pública.  Sin embargo, las recomendaciones formuladas en ese estudio aún no se han traducido en acciones concretas.





� En 1996, las autoridades habían previsto incluso una revisión de los derechos de importación que debía culminar en un tipo máximo del 10 por ciento.  Sin embargo, este proyecto parece haberse abandonado.





� Los miembros fundadores son Barbados, Guyana, Jamaica y Trinidad y Tabago.  Las Bahamas, Belice, Dominica, Granada, Montserrat, Santa Lucía y San Vicente se adhirieron al Tratado en mayo de 1974, y Antigua y Barbuda y Saint Kitts y Nevis en julio de 1974.  Los países no anglófonos que se han adherido al tratado son Suriname y Haití.





� Un anexo del Tratado ha establecido el Mercado Común del Caribe.





� El artículo 28 del anexo del Acuerdo sobre el Mercado Común del Caribe fue sustituido por el artículo 37 c)bis, inspirado en el texto del Entendimiento relativo a las disposiciones del GATT de 1994 en materia de balanza de pagos.





� Salvo las Bahamas, Barbados, Guyana, Jamaica, Suriname y Trinidad y Tabago, todos los demás Estados miembros de la CARICOM tienen la condición de países menos adelantados.  Haití ha obtenido esa condición por un período de 10 años.  El Tratado revisado de 2002 ha hecho extensiva la condición de país menos adelantado a Guyana por su condición de país pobre muy endeudado.





� Documentos S/C/N/229, de 19 de febrero de 2003 y S/C/M/65, de 21 de marzo de 2003 de la OMC.





� OMC (2003).





� Existen salvaguardias para los productos agrícolas.  Además, Guyana mantiene una salvaguardia sectorial especial (mediante una licencia) con respecto a la importación de productos petrolíferos del Mercado Común del Caribe.





� Artículo 14 del anexo del Tratado de Chaguaramas.





� OMC (1999a).





� OMC (1999b).


� Bureau de coordination et de suivi des accords CARICOM/OMC/ZLEA (2000).





� Los productos incluidos en esos anexos son los productos frescos, los productos de pastelería, las preparaciones de cosmética, las mermeladas y jaleas, las medicinas, los muebles de madera, los productos hortícolas, las especias, los alimentos elaborados y las preparaciones de perfumería.





� Estos objetivos se alcanzarán mediante tratados bilaterales entre Venezuela y cada uno de los miembros de la CARICOM.


� El ALCA es una iniciativa que tiene por objeto integrar las economías del continente en el marco de un acuerdo de libre comercio, que se originó en la Cumbre de las Américas celebrada en Miami en diciembre de 1994.





� La ICC entró en vigor en enero de 1984.  Su revisión en 1990 (ICC II) mejoró el trato preferencial correspondiente.





� Están excluidos Cuba y los departamentos franceses de ultramar, de Guadalupe, Martinica y Guyana.





� El cálculo del precio de costo comprende los elementos siguientes:  materias primas procedentes de cualquiera de los países beneficiarios;  costo de la mano de obra directa y amortización del material y las herramientas;  costo de los estudios técnicos, los proyectos y el trabajo de investigación y desarrollo;  costo de la inspección y las pruebas.  No comprende los elementos siguientes:  seguro, publicidad, sueldos administrativos, beneficios comerciales, comisiones y todos los demás costos directamente relacionados con la elaboración o la fabricación de un producto concreto.





� United States International Trade Commission (2000).





� Es preciso que el importador compre el tejido en los Estados Unidos, donde debe cortarse en piezas, expedidas seguidamente al país miembro de la ICC para ser montadas en él y más tarde reimportadas en los Estados Unidos bajo el epígrafe 807.001 del Arancel de Aduanas de los Estados Unidos (TSUS).


� Información disponible en:  http://europa.eu.int/comm/trade/miti/devel/eba4_sum.htm.





� Los países con los que Haití ha firmado acuerdos de este tipo son Alemania, el Canadá, Chile, Francia, Italia y el Reino Unido.





� Este Convenio (Convenio de Washington de 1965) constituye un marco general para la solución de diferencias entre un Estado que es parte de él e inversores extranjeros que son nacionales de países miembros.  El Convenio no ha sido ratificado todavía por el Parlamento haitiano.





� El Parlamento haitiano no ha ratificado todavía el Convenio relativo al OMGI.


� Documento WT/COMTD/IF/5 de la OMC.





� Documento WT/LDCHL/1/Rev.1 de la OMC.





� Bangladesh, Gambia, Tanzanía y Uganda.





� Senegal, Guinea, Malí, Yemen, Burundi, Lesotho, Madagascar, Djibouti, Malawi, Etiopía y Nepal.





� JITAP:  "Programa Integrado Conjunto de Asistencia Técnica".





� CCIAH:  Cámara de Comercio e Industria Americano-Haitiana.


� Documento WT/L/439 de la OMC.






